	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia de la Magistrada CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA
En el juicio de cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales que sigue el ciudadano MANUEL RENATO DE SOUSA BARROS, titular de la cédula de identidad N° V-6.030.996, representado judicialmente por los abogados Rafael Badell Madrid, Álvaro Badell Madrid, David Quiroz Rendón, Renato De Sousa Pardo, Nicolás Badell Benítez, Frederick Cabrera Conde y Mariela Cabrera Conde, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 22.748, 26.361, 62.731, 71.015, 83.023, 70.526 y 79.820, respectivamente, contra la sociedad mercantil C.A., CAFÉ FAMA DE AMÉRICA, inscrita en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, el 5 de diciembre de 1960, bajo el N° 31, tomo 38-A, representada judicialmente por los abogados Pedro José Uriola González, Pedro Vicente Ramos, Listnubia Méndez, María Verónica del Villar, Noemí Fischbach, José Gregorio Fereira y Carlos Urbina, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 27.961, 31.602, 59.196, 72.590, 52.236, 77.227 y 83.863, en su orden; el Juzgado Quinto de Primera Instancia de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas dictó sentencia el 8 de octubre de 2002, mediante la cual declaró con lugar la demanda.

El Juzgado Segundo Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la mencionada Circunscripción Judicial, conociendo de la apelación ejercida por la sociedad mercantil demandada, dictó sentencia el 10 de enero de 2005, mediante la cual declaró la perención de la instancia.

Contra la referida decisión, anunció recurso de casación el apoderado judicial de la parte demandada, el cual, una vez admitido fue formalizado. Hubo contestación. 

Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta del asunto el 15 de marzo del año 2005 y se designó ponente a la Magistrada doctora Carmen Elvigia Porras de Roa, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

Celebrada la audiencia oral, pública y contradictoria el 26 de julio de 2005, en la cual se emitió la decisión inmediata contemplada en el encabezado del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar el fallo, previas las siguientes consideraciones: 

RECURSO DE CASACIÓN

INFRACCIÓN DE LEY

ÚNICO

Con fundamento en lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el formalizante denuncia la infracción por parte de la recurrida del artículo 201 eiusdem por error de interpretación acerca de su contenido y alcance, e infracción del artículo 202 de la misma Ley, por falsa aplicación.

Para fundamentar la delación el formalizante alega:

En el caso bajo análisis, el sentenciador de la recurrida declaró consumada la perención de la instancia en el presente juicio, por considerar que la ausencia de las actuaciones procesales de las partes durante el período comprendido entre el 9 de septiembre de 2003 y el 26 de octubre de 2004, habría dado lugar a la configuración del supuesto de hecho previsto en los artículos 201 y 202 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Tal decisión se dictó en los siguientes términos:

‘En el presente caso, a partir desde (sic) 09 de septiembre de 2003, hasta el 26 de octubre de 2004 transcurrió más de un año, sin que las partes le dieren impulso al proceso, ya que aún y cuando (sic) la parte actora en fecha 7 de octubre de 2003 realizó diligencia dándose por notificada, la misma no le dio impulso al proceso y aún cuando (sic) así fuere, igualmente desde esa fecha hasta el 26 de octubre de 2004 se rebasa el año establecido en la norma transcrita; en consecuencia se declara la perención de la instancia de conformidad con las normas antes citadas y de acuerdo a la sentencia N° 00685 del 27 de julio de 2004, dictada por la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia.’

(Omissis)

…el fallo recurrido incurre en el vicio que se le imputa, al pretender interpretar el artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, a la luz de la doctrina contenida en la sentencia de casación antes citada, pues es evidente que el régimen de perención de la instancia previsto en la normativa denunciada para el proceso laboral, es sustancialmente distinto al régimen de perención de la instancia en materia ordinaria previsto en el artículo 267 del Código de Procedimiento Civil, analizado por el fallo en cuestión.

(Omissis)

De igual modo, como consecuencia de la infracción denunciada del artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, infringe también la recurrida el artículo 202 eiusdem, por falsa aplicación, pues es evidente que, conforme a los argumentos y razones esgrimidos infra, aplicó la referida norma jurídica a un supuesto en el cual no estaban satisfechos los extremos legales para la configuración de la perención de la instancia. La recurrida, en lugar de aplicar el artículo 202 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, ha debido aplicar el artículo 201 eiusdem, interpretado en los términos propuestos en el presente escrito de formalización, y no ‘…de acuerdo a la sentencia N° 00685 del 27 de julio de 2004, dictada por la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia…’.

Expone el formalizante que el ad quem interpretó erradamente la norma contenida en el artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y, asimismo, aplicó falsamente el artículo 202 eiusdem, pues, a su decir, no debió declarar la perención de la instancia por cuanto hubo “abundante” actuación por parte del órgano judicial y, por esta razón, no transcurrió un año sin que se realizaran actos de procedimiento en la causa; en este sentido, destacó que el proceso se encontraba en etapa de sentencia, y que tres jueces se abocaron sucesivamente al conocimiento de la causa y fijaron el lapso en que dictarían el fallo; por tanto, se realizaron actuaciones procesales que impidieron que operara la perención.

Para decidir la Sala observa:

La errónea interpretación, ha dicho esta Sala, se produce en los casos en que el juez, aun escogiendo acertadamente la norma aplicable al hecho que conoce, al interpretarla hace derivar consecuencias no previstas en ella.

En este orden de ideas, la Sala considera necesario analizar el contenido del artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el cual establece que el transcurso del tiempo y la falta de impulso procesal conllevan a que opere la perención de la instancia, al disponer:

Artículo 201. Toda instancia se extingue de pleno derecho por el transcurso de un (1) año sin haberse ejecutado ningún acto de procedimiento por las partes. Igualmente, en todas aquellas causas en donde haya transcurrido más de un (1) año después de vista la causa, sin que hubiere actividad alguna por las partes o el Juez, este último deberá declarar la perención.

Como se observa, la norma citada consagra dos supuestos en que opera la extinción de la instancia, a saber, aquel caso en que, antes de comenzar el lapso para sentenciar, las partes no realizan ningún acto de procedimiento durante un año, y aquel otro en que, después de vista la causa -esto es, encontrándose el proceso en etapa de sentencia-, no hay actividad de parte o del juez, durante el mismo período de un año. Se consagran, por tanto, dos supuestos, que se diferencian en virtud del sujeto cuya actuación en el proceso impide que opere la perención, al darle el impulso necesario para su continuación.

En efecto, el análisis del contenido del artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo permite establecer que antes de comenzar el lapso para sentenciar, el impulso procesal requerido deben darlo los litigantes, vale decir, que es una carga de ellos el mantener con vida jurídica el proceso a través de conductas que denoten su interés en que se resuelva la controversia, en los lapsos procesales establecidos; en consecuencia, el abandono del juicio por las partes procesales lleva a concluir que éstas, al no realizar ningún acto capaz de impedir que transcurra el lapso fatal, manifiestan tácitamente su intención de no continuar con el litigio.

Sin embargo, al encontrarse el proceso en etapa de sentencia, corresponde también al juzgador dar el impulso procesal necesario para su continuación; en tal supuesto, no corresponde a las partes procesales (actor y demandado) realizar actuación alguna encaminada a impulsar el proceso -aunque puedan hacerlo-, puesto que su intervención en el mismo ha cesado.

Asimismo, advierte la Sala que el lapso de perención previsto en el artículo 201 de la Ley Orgánica de Procesal del Trabajo, se inicia el día siguiente de aquél en que se realiza el último acto de procedimiento de las partes o del juez, dependiendo del caso. Ahora bien, no cualquier actuación lleva consigo la interrupción del lapso de perención, toda vez que debe tratarse de actos de procedimiento que demuestren la voluntad de activar el proceso hacia su destino final -que se logrará con la sentencia u otro medio de terminación del proceso-, y entre tales actuaciones, se encuentra el abocamiento de un nuevo juez para conocer la causa, acto del proceso capaz de evitar la perención de la instancia.

En el caso bajo examen, una vez vista la causa en fecha 20 de mayo de 2003 (folio 21 de la segunda pieza), los días 1° de octubre de 2003, 6 de agosto de 2004 y 30 de septiembre de 2004, diversos jueces se abocaron para conocer del asunto y dictar sentencia (folios 23, 32 y 33, respectivamente, de la misma pieza), de modo que no se cumplió con la inactividad procesal de un año que exige el citado artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, para que opere la perención de la instancia. Más aún, cuando el alguacil del Juzgado Superior llegó a practicar la notificación de la parte demandada respecto del primero de tales abocamientos, al consignar la boleta correspondiente al abogado José Gregorio Ferreira, el 14 de mayo de 2004 (folio 30 de la segunda pieza), dejando constancia en autos el 17 de ese mismo mes y año. A pesar de ello, el juez ad quem no consideró que dichas actuaciones fuesen capaces de evitar la perención, por lo que concluye la Sala que resulta errónea la interpretación realizada por el juzgador acerca del artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

De lo anteriormente trascrito, observa la Sala que efectivamente le correspondía al Juez Superior, luego de verificado el escrito de informes de las partes, emitir decisión dentro del lapso de sesenta días consecutivos, tal como fue determinado en auto del 20 de mayo de 2003 (folio 21 de la segunda pieza) pues ya la causa se encontraba en etapa de sentencia, y ningún otro sujeto procesal distinto al juez está obligado a actuar en el juicio.

En este orden de ideas, la Sala considera que el Juez de Alzada, al declarar la perención de la instancia y la extinción del proceso, desconoció el espíritu de la norma denunciada como infringida, incurriendo en un error de interpretación de dicha norma y, consecuencialmente, aplicó indebidamente el artículo 202 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, ya que si el sentenciador hubiese interpretado correctamente el dispositivo legal denunciado como infringido, no hubiera declarado la perención de instancia, por lo cual aplicó falsamente el artículo 202 eiusdem.

En virtud de todo lo antes expuesto, forzoso es para esta Sala de Casación Social declarar la procedencia de la infracción por parte de la recurrida de la norma contenida en el artículo 201 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. En consecuencia, al resultar procedente la denuncia analizada, se declara nulo el fallo recurrido, de fecha 10 de enero del año 2005, emanado del Juzgado Segundo Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, y, como quiera que el Juzgado de Alzada no se pronunció sobre el fondo de la causa, en sujeción al principio de la doble instancia, esta Sala considera adecuado reponer la causa al estado en que el Juzgado Superior que resulte competente dicte nueva decisión, sin incurrir en el vicio evidenciado en el presente fallo. Así se decide.

DECISIÓN

En mérito de las consideraciones anteriores, esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso de casación propuesto por la parte demandada, contra la decisión dictada el 10 de enero del año 2005, por el Juzgado Segundo Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción del Área Metropolitana de Caracas. En consecuencia, se declara la nulidad del fallo recurrido y se repone la causa al estado en que el Juzgado Superior que resulte competente dicte nueva decisión, sin incurrir en el vicio evidenciado en el presente fallo.

No hay pronunciamiento sobre costas dada la índole de la decisión.

La presente decisión no está firmada por el Magistrado Juan Rafael Perdomo, ya que no asistió a la audiencia por motivos justificados.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado Superior de origen ya mencionado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los veintiocho (28) días del mes de  julio  de dos mil cinco. Años: 195º de la Independencia y 146° de la Federación.
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